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Resumen
En este artículo se proyecta una visión retrospectiva de la política inmigratoria del 
Estado español durante la primera década del siglo XXI, con una atención particular 
a la participación que correspondió a la Comunidad Autónoma de Canarias en esas 
actuaciones.
Más que la mera identificación del marco jurídico interesa verificar la realización 
práctica de las normas emanadas desde la Unión Europea y desde el Estado espa-
ñol, que se proponen como aspiración última la asunción por los inmigrantes de la 
identidad política de la sociedad de acogida, articulada según los valores constitu-
cionales.
En efecto, el pleno encaje de los inmigrantes en la sociedad española y su aceptación 
de los paradigmas sancionados por la Constitución requieren la previa articulación 
de un modelo integrador que sirva de referencia a todos los ciudadanos. Se trata de 
una tarea aún pendiente, aunque desde el ámbito de algunas Comunidades Autóno-
mas se haya avanzado en el diseño de las guías que podrían encauzar ese proceso.
Ciertamente se impone el cambio del referente analítico de la situación, de modo 
que lo que hoy aparece configurado como un Derecho de extranjería pudiera rees-
tructurarse como un Derecho de inmigración, para que la preocupación primordial 
del ordenamiento jurídico deje de ser la regulación y control del fenómeno de la 
extranjería, y se privilegie el encauzamiento y la adecuada regulación del proceso 
inmigratorio en su conjunto.

Abstract
In this article, we show a retrospective vision of the Spanish State immigration po-
licy during the first decade of the XXI century, paying particular attention to the 
participation in those actions of the Canary Islands.
We are interested in verifying the practical fulfilment of the regulations coming 
from the European Union and the Spanish State more than in a mere identification 
of the legal frame. These regulations are put forward to get the immigrants to come 
to terms with the political identity, articulated according to constitutional values of 
the welcoming society.
Actually, full adaptability of the immigrants to the Spanish society and their accep-
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tation of the approved patterns by the Constitution require a previous articulation 
of an integrating model as a reference for all citizens. This is still a pending task, 
although some Autonomous Communities have made some progress in designing 
some instructions that could put on track this process.
A change regarding the analysis of the situation is certainly necessary  in such a way 
that what appears today as Alien Status could be restructured as Immigration Laws 
in so that the fundamental concern of the legal system would stop being only a re-
gulation and control of the alien status and the adequate regulation of the migratory 
process as a whole would become favored.
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1. EL RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS 
DE LOS INMIGRANTES: LOS ÁMBITOS 
NACIONAL Y AUTONÓMICO

La garantía de que los inmigrantes disfru-
ten de una situación legal y socialmente esta-
ble constituyó uno de los objetivos marcados 
como prioritarios por el Plan para la Integra-
ción Social de los Inmigrantes, que arrancó 
en diciembre de 1994 por acuerdo del Con-
sejo de Ministros de España. Sin embargo, no 
deja de ser paradójico que, casi veinte años 
después, el Plan Estratégico Ciudadanía e 
Integración 2011-2014 reconociera que las 
personas jóvenes de origen extranjero sufrían 
una mayor incidencia de la economía sumer-
gida y unos niveles de contratación marcados 
por la falta de estabilidad (Ministerio de Tra-
bajo e Inmigración, 2014, p. 247).

La aspiración enunciada en el Plan para 
la Integración Social de los Inmigrantes fue 
incorporada al Pacto Canario sobre Inmigra-
ción, impulsado por el ejecutivo autónomo 
en diciembre de 2002, ratificado en 2012 y 
suscrito por un amplio abanico de colectivos 
sociales y fuerzas políticas regionales, que 
asumieron “el deber ético de abordar el fenó-
meno inmigratorio que se está produciendo 
en las Islas desde el respeto y la defensa de 
los derechos de las personas inmigrantes”. 
Sin embargo, la escasa operatividad del Pacto 
se confirma por las declaraciones del secre-
tario general del Partido Socialista Canario, 
que en noviembre de 2013 certificaba que 
estaba clínicamente muerto, lo cual no debe 
sorprender si se advierte el recelo con que el 
texto contempla el fenómeno migratorio, su-
puesta amenaza para un “territorio fragmen-
tado y frágil” (Gobierno de Canarias, 2002), 
con una capacidad limitada para gestionar la 
llegada de nuevos pobladores. Sentadas esas 
premisas, las pomposas declaraciones sobre 
“la necesidad de intensificar las actuaciones 
de integración en un marco de mayor diver-
sidad cultural” (Gobierno de Canarias, 2002) 
no dejaban de ser enfáticos brindis al sol. 
La escasa operatividad del Foro canario de 
la inmigración, desde sus mismos orígenes, 
habla por sí sola de la inanidad de las bue-
nas intenciones pregonadas en el Pacto y de 
la ineficacia de ese órgano de participación, 
asesoramiento y consulta de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

El ámbito de actuación de las Comunida-
des Autónomas está restringido por las pre-

visiones del artículo 149, 1, 2º de la Consti-
tución española, que adjudica en exclusiva al 
Estado atribuciones en materias de naciona-
lidad, inmigración, emigración, extranjería y 
derecho de asilo. Aun así, Estado y Comunida-
des Autónomas están llamados a entenderse 
en asuntos de inmigración: el primero gestio-
na los procesos de entrada, regularización y 
control de los flujos migratorios, mientras que 
las políticas de integración corresponden a 
las Comunidades Autónomas, aunque no de 
modo exclusivo. Pero la coordinación entre 
ambas esferas dista de poseer la fluidez de-
seada, y se circunscribe a poco más que a la 
tramitación por las Comunidades Autónomas 
de los informes que la Secretaría General de 
Inmigración y Emigración exige a los extran-
jeros solicitantes de la renovación de la resi-
dencia temporal no lucrativa, por reagrupa-
ción familiar y por cuenta ajena o propia.

En la medida en que la Comunidad Autó-
noma de Canarias asume entre sus compe-
tencias la asistencia social y los servicios so-
ciales (Constitución española, artículo 148, 1, 
20, y Estatuto de Autonomía, artículo 30,13 
—LO 10/1982—), puede implicarse en accio-
nes que contemplen específicamente a colec-
tivos inmigrantes amenazados por la margi-
nación o la exclusión social. De hecho, la Ley 
de Empleo de 16 de diciembre de 2003 esta-
blecía en su artículo 26 que las Comunidades 
Autónomas intervinieran, junto al gobierno, 
en la organización de programas específicos 
destinados a fomentar el empleo entre las 
personas con especiales dificultades de inte-
gración en el mercado del trabajo, entre las 
que se encuentran los inmigrantes (mención 
que se reitera en la reforma de 19 febrero de 
2011 y en el texto consolidado de marzo de 
2015: artículo 19, octies).

Como la Comunidad Autónoma Canaria 
posee capacidad para el desarrollo legislativo 
y la ejecución en materias de sanidad e higie-
ne —Estatuto de Autonomía, artículo 32,10—, 
en aplicación de las posibilidades abiertas 
por el artículo 148, 1, 21 de la Constitución 
española, se halla también en condiciones de 
elaborar normativas reguladoras del acceso 
de los inmigrantes a esos servicios.

En relación con los menores, la Ley 
1/1997, de 17 de febrero, de Atención inte-
gral a los menores, atribuyó al Gobierno de 
Canarias la dirección de “las funciones de 
atención integral a los menores de la Adminis-
tración Pública de la Comunidad Autónoma”, 
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y la coordinación del “ejercicio de las compe-
tencias que corresponden a la misma con las 
que se atribuyen a las entidades locales ca-
narias (artículo 9º)”: un área de actividad que 
incluye la integración social de los menores 
extranjeros (artículo 23, 2º). El capítulo II de 
la misma ley distribuye las responsabilidades 
en ese ámbito entre el gobierno de Canarias 
(artículo 9º), la consejería competente en la 
atención de menores (artículo 10), los cabil-
dos (capítulo 11) y los ayuntamientos (artícu-
lo 12). El Plan Integral del Menor en Canarias 
instrumentó el desarrollo y la aplicación de 
esa ley; y el decreto 40/2000, de 15 de mar-
zo, aprobó el Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de los Centros de Atención a 
Menores en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma Canaria.

Ése es el contexto legal autonómico en que 
se aplicó la disposición adicional decimocuar-
ta del Reglamento de Extranjería aprobado por 
real decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, 
que facultaba a las administraciones educa-
tivas, en el ejercicio de sus competencias en 
materia de educación, para que facilitaran “el 
acceso de los extranjeros menores de edad 
que se hallen empadronados en un municipio 
a los niveles de enseñanza posobligatoria no 
universitarios y a la obtención de la titulación 
académica correspondiente”: una disposición 
que obvió el nuevo Reglamento de Extranjería 
de 20 de abril de 2011

La Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciem-
bre, abrió a las Comunidades Autónomas una 
modesta vía de participación en la política in-
migratoria nacional, al preverse la posibilidad 
de que elevaran propuestas al gobierno sobre 
el número de ofertas de empleo y las carac-
terísticas profesionales de los trabajadores 
requeridos. Las restricciones de ese marco le-
gal impidieron incorporar grandes novedades 
en el Reglamento de Extranjería de diciembre 
de 2004, que confió a las Comunidades Au-
tónomas la elaboración de propuestas para 
el contingente, tras haber recibido las solici-
tudes de las organizaciones empresariales 
de ámbito provincial y, en su caso, las consi-
deraciones que les hubieran trasladado las 
organizaciones sindicales de ese mismo ám-
bito (artículo 79, 1). El posterior reglamento, 
de abril de 2011, que optó por el término de 
“gestión colectiva de contrataciones en ori-
gen” en lugar de la tradicional denominación 
de ‘contingente’, no introdujo ningún cambio 
en el papel asignado en esta materia a las Co-

munidades Autónomas (artículo 168, 1).
También es destacable la presencia de 

diecinueve vocales de las Comunidades Au-
tónomas en el Consejo Superior de Política 
de Inmigración previsto en el artículo 68 de 
la Ley Orgánica 4/2000 y creado por real 
decreto 344/2001 (modificado por real de-
creto 507/2002, de 10 de junio). Este órga-
no depende de la Secretaría de Estado de 
Inmigración y Emigración y no es de carácter 
meramente consultivo, sino de coordinación 
y participación reales, y le compete deter-
minar e informar con carácter previo de las 
ofertas de empleo que anualmente pueden 
ser cubiertas por trabajadores extranjeros. El 
Consejo designa a dos representantes de las 
administraciones de las Comunidades Autó-
nomas en el Foro para la Integración Social 
de los Inmigrantes, contemplado en el artícu-
lo 70 de la misma Ley Orgánica y regulado por 
real decreto 367/2001, modificado posterior-
mente por el 1600/2004 y el 3/2006.

Uno de los grandes retos del Estado espa-
ñol es que, mediante la adopción de políticas 
sociales y laborales de igualdad de oportuni-
dades, se posibilite a quienes se internan le-
galmente en el país que disfruten de los mis-
mos derechos y deberes que los ciudadanos 
de la Unión Europea (UE). No en vano el texto 
constitucional garantiza a los extranjeros, en 
su artículo 13, las mismas libertades públicas 
de que gozan los españoles en el ejercicio de 
los derechos fundamentales consignados en 
el Título I, con excepción de la elegibilidad y 
participación en los asuntos públicos y del ac-
ceso a funciones y cargos públicos.

La legislación española, que arranca con 
la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora 
del Derecho de asilo y de la condición de refu-
giado, y la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, 
sobre Derechos y libertades de los extranje-
ros en España, se orienta por las normas 
emanadas desde Naciones Unidas y desde el 
Consejo de Europa, y se propone como aspira-
ción última la asunción por los inmigrantes de 
la identidad política de la sociedad de acogi-
da, articulada según sus valores constitucio-
nales.

Sin embargo, España no ha firmado ni rati-
ficado todavía la Convención de las Naciones 
Unidas para la Protección de los derechos de 
todos los trabajadores migrantes y los miem-
bros de sus familias (1990), que se ocupa 
extensamente de la situación de los inmigran-
tes indocumentados; y la Ley Orgánica de Ex-
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tranjería, que deja al margen a los extranjeros 
regulares de la posibilidad de fundar sindica-
tos, dista de concordar con las propuestas del 
Convenio del Consejo de Europa sobre la Par-
ticipación de los extranjeros en la vida pública 
local, que se firmó en Estrasburgo en febrero 
de 1992 (Aja y Díez Bueso, 2005, p. 9).

El pleno encaje de los inmigrantes en la 
sociedad española y su aceptación de los 
paradigmas sancionados por la Constitución 
requieren la previa articulación de un modelo 
integrador que sirva de referencia a todos los 
ciudadanos. Se trata de una tarea aún pen-
diente, aunque desde el ámbito de algunas 
Comunidades Autónomas se haya avanzado 
en el diseño de las guías que podrían encau-
zar ese proceso.

El Plan Canario para la Inmigración, en 
sus sucesivas ediciones, apunta precisamen-
te a favorecer esos procesos de integración, 
como se recoge en el Bloque II del II Plan Ca-
nario para la Inmigración (2006-2008), que 
“parte de la constatación de que la inmigra-
ción es una realidad irreversible en las socie-
dades contemporáneas y que la integración 
de los inmigrantes sólo puede entenderse 
como un proceso bidireccional, que compro-
mete tanto a los inmigrados como a la propia 
sociedad canaria en tanto que receptora”. 
Por eso no deja de resultar paradójico que, el 
21 de noviembre de 2014, el tinerfeño Diario 
de Avisos advirtiera que, desde hacía cuatro 
años, Canarias carecía de recursos para la in-
tegración de los inmigrantes, y que se habían 
ignorado las previsiones en esta materia de 
la Ley de Extranjería, hasta el extremo de que 
hubiera desaparecido la Viceconsejería de In-
migración.

Ciertamente se impone el cambio del re-
ferente analítico de la situación, de modo que 
lo que hoy aparece configurado como un De-
recho de extranjería pudiera reestructurarse 
como un Derecho de inmigración, para que 
la preocupación primordial del ordenamiento 
jurídico deje de ser la regulación y control del 
fenómeno de la extranjería, y se privilegie el 
encauzamiento y la adecuada regulación del 
proceso inmigratorio en su conjunto.

Podría encontrarse una herramienta útil 
para una contextualización teórica más crea-
tiva de las posibilidades de la integración me-
diante la profundización en el concepto de 
‘ciudadanía cívica’, inserto en una tradición 
‘cívico-humanista’ que trasciende la conven-
cional categorización del ciudadano como 

simple portador de derechos (Fernández-Lle-
brez González, F., 2012, p. 33). La Comisión 
de las Comunidades Europeas ha reivindica-
do esa propuesta, en particular para lo que 
atañe a la participación en la vida política en 
el nivel local (Comisión de las Comunidades 
Europeas, Comunicación de la Comisión al 
Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de 
las Regiones sobre inmigración, integración 
y empleo, Bruselas, 3 de junio de 2003: 32-
33).

Entre los instrumentos habilitados en 
España para acometer la búsqueda de so-
luciones a la problemática asociada a la in-
migración destaca el Programa Global de 
Regulación y Coordinación de la Extranjería y 
la Inmigración en España (GRECO), sucesor 
en 2001 del Plan para la Integración Social 
de los Inmigrantes y con caducidad en 2004, 
que se estructuró en torno a cuatro líneas 
básicas: 1) diseño global y análisis desde el 
encuadre de la UE; 2) integración de los resi-
dentes extranjeros y de sus familias; 3) regu-
lación de los flujos migratorios, y 4) sistema 
de protección para refugiados y desplazados. 
En realidad, GRECO se preocupaba mucho 
más por el control de los flujos migratorios 
que por el logro de una más exitosa integra-
ción de los inmigrantes.

2. EL MARCO DE ACTUACIÓN DE LAS 
ADMINISTRACIONES LOCALES

La particular cercanía entre los gobiernos 
locales y los ciudadanos implica necesaria-
mente a esas instancias administrativas en la 
responsabilidad de hacer operativo el recono-
cimiento de los derechos de los inmigrantes, 
por más que la actual Ley Orgánica de Dere-
chos y libertades de los extranjeros en Espa-
ña y su integración social los emplace en un 
papel subordinado, ceñido por su artículo 6º, 
3 a la confección y actualización del padrón 
de extranjeros residentes en el municipio; y 
por el 42, 5, a colaborar con las Comunidades 
Autónomas y la administración general del 
Estado en la programación de las campañas 
de temporada para trabajadores extranjeros.

Sin embargo, pesan sobre los ayunta-
mientos importantes responsabilidades en lo 
referente a derechos y deberes de los inmi-
grantes, en la prestación de servicios asisten-
ciales o de acogida, y en los procesos de su 
integración en la sociedad local. Por eso, urge 
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ensanchar los cauces de participación de los 
gobiernos locales en la toma de decisiones 
en materias relacionadas con la inmigración, 
reducidos hoy en la órbita nacional al Conse-
jo Superior de Política de Inmigración –con la 
sola presencia de diez vocales de los Ayunta-
mientos frente a los diecisiete del Estado y los 
diecinueve de las Comunidades Autónomas- y 
al Foro para la Integración Social de los Inmi-
grantes, donde la representación municipal 
se limita a dos de los ocho puestos asignados 
a las administraciones públicas.

La necesidad de que la administración 
local y las demás administraciones públicas 
ajusten “sus relaciones recíprocas a los de-
beres de información mutua, colaboración, 
coordinación y respeto a los ámbitos com-
petenciales respectivos” canonizada por la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local en su artículo 10° 
sustenta la importancia de que el poder muni-
cipal se implique en tareas que tengan como 
destinatarios a colectivos inmigrantes, y de 
que esas intervenciones se desarrollen en un 
marco de armonía y de complementariedad 
con las que llevan a cabo las otras adminis-
traciones.

Al ejemplificar algunas áreas donde esa 
coordinación reviste particular urgencia, re-
sulta forzoso aludir en primer lugar a la ins-
cripción en el padrón municipal, cuya confec-
ción corre a cargo de los ayuntamientos. Ese 
registro concede a los extranjeros acceso a 
la asistencia sanitaria en las mismas condi-
ciones que los españoles, y al resto de servi-
cios sociales y municipales, y constituye una 
prueba insustituible en las certificaciones de 
arraigo. Existe, sin embargo, la limitación in-
troducida en la Ley 7/1985 por la 4/1996, de 
10 de enero: “la inscripción de los extranjeros 
en el padrón municipal no constituirá prueba 
de su residencia legal en España ni les atri-
buirá ningún derecho que no les confiera la 
legislación vigente, especialmente en materia 
de derechos y libertades de los extranjeros 
en España” (artículo 18, 2). Todavía colea 
la polémica que surgió con la incorporación 
de la disposición adicional séptima a la Ley 
7/1985, que preveía el acceso de la Direc-
ción General de la Policía a los datos de ins-
cripción de los extranjeros existentes en los 
padrones municipales.

Entre las diversas competencias recono-
cidas a los municipios por la ya mencionada 

Ley reguladora de las Bases del régimen local 
que, de un modo u otro, pueden implicarlos 
en acciones específicas dirigidas a la aten-
ción de los inmigrantes, cabe señalar las si-
guientes:

— Promoción y gestión de viviendas (artí-
culo 25, 2, d);

— Participación en la gestión de la aten-
ción primaria de la salud (artículo 25, 2, i);

— Prestación de los servicios sociales y de 
promoción y reinserción social (artículo 25, 2, 
k);

— Actividades o instalaciones culturales y 
deportivas; ocupación del tiempo libre; turis-
mo (artículo 25, 2, m);

— Participar en la programación de la en-
señanza y cooperar con la administración 
educativa en la creación, construcción y sos-
tenimiento de los centros docentes públicos, 
intervenir en sus órganos de gestión y parti-
cipar en la vigilancia del cumplimiento de la 
escolaridad obligatoria (artículo 25, 2, n).

Las palabras pronunciadas por el enton-
ces ministro de Trabajo y Asuntos Sociales en 
su comparecencia ante una Comisión del Con-
greso de Diputados, en septiembre de 2004, 
pudieron inducir a pensar que las entidades 
locales asumirían un mayor protagonismo en 
política de inmigración durante la nueva eta-
pa abierta tras las elecciones legislativas que 
dieron la victoria al Partido Socialista:

no es posible que se siga ignorando a quien 
desempeña el primer papel en la atención 
humanitaria y en labores de acogida a la 
población inmigrante. El Gobierno, sensible 
a esta realidad, quiere apoyar a los ayunta-
mientos tanto para atender a la población 
inmigrante como para que los servicios pú-
blicos no pierdan cuota de calidad a causa 
de los incrementos de población (Congreso 
de Diputados, 2004).

A pesar del desencanto que siguió al in-
cumplimiento de esas expectativas, justifica-
do como casi todo lo tocante a políticas mi-
gratorias con el fetiche de la crisis económica, 
cabe augurar un cambio de tendencia tras el 
espectacular giro que las elecciones munici-
pales de mayo de 2015 dieron a la compo-
sición de los ayuntamientos, muchos de los 
cuales han quedado en manos de formacio-
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nes políticas progresistas.

3. EL ASILO EN EL DERECHO COMUNITARIO 
Y EN ESPAÑA

Desde que en mayo de 1999 entró en vigor 
el Tratado de Ámsterdam (firmado en 1997), 
es ya jurídicamente posible que la normativa 
comunitaria en materias de asilo, inmigración 
y control de fronteras sea vinculante para los 
Estados miembros, a tenor de la regulación 
del Título IV incorporado al Tratado de la Co-
munidad Europea sobre Visados, asilo, inmi-
gración y otras políticas relacionadas con la li-
bre circulación de personas. Hasta entonces, 
de acuerdo con las pautas establecidas en 
Maastricht en 1992, la labor de armonización 
realizada por los países miembros de la UE en 
esas áreas se desarrollaba en lo esencial en 
esferas ajenas al derecho comunitario, y con-
sistía básicamente en cooperación jurídica y 
política intergubernamental; sin que hubiera 
proporcionado los resultados esperados la 
aplicación del Convenio de Dublín de junio de 
1990, que perseguía un procedimiento marco 
para todos los Estados contratantes en el exa-
men de las peticiones de asilo.

A partir de 1999, y en sintonía con los 
acuerdos alcanzados en la Cumbre de Tampe-
re en octubre de 1999 y en las celebradas en 
años inmediatamente posteriores en Laeken 
(diciembre de 2001), Sevilla (junio de 2002) 
y Salónica (junio de 2003), las legislaciones 
de los países de la UE en temas de asilo y de 
inmigración tienden a converger en sus líneas 
maestras. No obstante, las dificultades para 
obtener la unanimidad en las decisiones del 
Consejo requerida por el artículo 67 del Trata-
do de la UE para los cinco años siguientes a 
la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam 
han frenado notoriamente el avance de la po-
lítica comunitaria en esos ámbitos.

Se encuadran en ese iter los trabajos im-
pulsados por el Consejo de Europa desde la 
reunión de Tampere, para poner en marcha 
un sistema europeo común de asilo, basado 
en los principios de la Convención de Ginebra 
de 28 de julio de 1951 y en los compromisos 
proclamados en el artículo 63, 1 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, y ga-
rantizados por el artículo 18 de la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea de 2000, incorporada a la Parte II del 
Proyecto de Tratado por el que se establece 
una Constitución para Europa. El texto de ese 

tratado, aprobado en junio de 2003 y firmado 
en octubre del mismo año por los jefes de Go-
bierno de los países miembros, confirma este 
firme propósito en el apartado 1) del artículo 
III-266:

la Unión desarrollará una política común 
en materia de asilo, protección subsidiaria 
y protección temporal destinada a ofrecer 
un estatuto apropiado a todo nacional de 
un tercer país que necesite protección in-
ternacional y a garantizar el respeto del 
principio de no devolución. Esta política de-
berá ajustarse a la Convención de Ginebra 
de 28 de julio de 1951 y al Protocolo de 31 
de enero de 1967 sobre el Estatuto de los 
Refugiados, así como a los demás tratados 
pertinentes. (Unión Europea, 2004).

El Programa plurianual de La Haya, que se 
aprobó en el Consejo Europeo de 4 y 5 de no-
viembre de 2004, recogía las prioridades de 
la Unión destinadas a reforzar el espacio de 
libertad, seguridad y justicia durante los cinco 
años siguientes, y, en lo que concierne al asi-
lo, propuso la adopción de un procedimiento 
común para todos los Estados miembros.

Un paso decisivo hacia la concertación de 
políticas en la UE fue el Pacto Europeo sobre 
Inmigración y Asilo de octubre de 2008, que 
se presentó como la base de las políticas de 
inmigración y asilo para la Unión, y que se de-
cía inspirado por “un espíritu de solidaridad 
y responsabilidad mutua entre los Estados 
miembros y de asociación con otros países de 
fuera de la UE”.

El Programa de Estocolmo, adoptado 
en diciembre de 2009, introdujo un plan de 
trabajo para la UE en el espacio de libertad, 
seguridad y justicia referido al período 2010-
2014. Sobre inmigración y asilo se remitió al 
Pacto de 2008 y apostó por una política de 
migración exhaustiva y flexible, que habría de 
centrarse en la solidaridad y la responsabili-
dad.

Es preciso reconocer, sin embargo, que 
esa política de asilo, que cuajó en la apro-
bación del Sistema Europeo Común de Asilo, 
carece aún de claridad, definición y especifici-
dad, y que se halla lastrada por el permanen-
te recelo de que pueda ser utilizada fraudu-
lentamente por ‘inmigrantes económicos’. De 
otra parte, existen ya nuevas propuestas de 
modificación de las directivas sobre condicio-
nes de acogida y de procedimientos de asilo.
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La Constitución española (artículo 13, 4) 
remite a la ley el establecimiento de los tér-
minos en que “los ciudadanos de otros países 
y los apátridas podrán gozar del derecho de 
asilo en España” (Cortes Generales, 1978). Y 
la Ley Orgánica de Derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración so-
cial reconoce la condición de refugiados a los 
solicitantes de asilo cuya petición sea resuel-
ta favorablemente, y les confiere el derecho a 
residir en España y a desarrollar actividades 
laborales, profesionales y mercantiles en con-
formidad con lo dispuesto en la Ley 5/1984, 
de 26 de marzo, reguladora del Derecho de 
asilo y de la condición de refugiado, modifi-
cada por la Ley 9/1994, de 19 de mayo, y 
su normativa de desarrollo, plasmada bási-
camente en el reglamento de 10 de febrero 
de 1995, modificado a su vez por el de la Ley 
Orgánica 4/2000 de diciembre de 2004.

4. REGULACIÓN DE LA RESIDENCIA DE LOS 
EXTRANJEROS: LOS CONDICIONANTES 
EUROPEOS

Por lo que se refiere a la política inmigrato-
ria, en Tampere se expresó “la necesidad de 
aproximar las legislaciones nacionales sobre 
las condiciones de admisión y de residencia 
de los nacionales de terceros países”, cuyos 
estatutos jurídicos deberían aproximarse al 
de los nacionales de los Estados miembros 
(Parlamento Europeo, 1999, A. III, art. 20).

El Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa, al tratar sobre la li-
bertad de circulación y de residencia, incluyó 
una referencia explícita a ese grupo de per-
sonas: “podrá concederse libertad de circula-
ción y de residencia, de conformidad con lo 
dispuesto en la Constitución, a los nacionales 
de terceros países que residan legalmente en 
el territorio de un Estado miembro” (artículo 
II-105).

El artículo I-14, 2, a) del Tratado de la Co-
munidad Europea (Consejo de las Comunida-
des Europeas, 1992) refuerza las restriccio-
nes en esta esfera, al constituir el mercado 
interior como ámbito de competencia com-
partida de la UE con los Estados miembros. 
De ahí derivan las disposiciones contenidas 
en el Título III, Capítulo I, sobre el mercado in-
terior, cuyo primer artículo (III-130) determina: 
“la Unión adoptará las medidas destinadas a 
establecer el mercado interior o a garantizar 
su funcionamiento, de conformidad con las 

disposiciones pertinentes de la Constitución”.
Esas referencias resultan ineludibles y 

limitan las posibilidades del Estado español 
para dar satisfacción a las demandas que 
la Comunidad Autónoma de Canarias pueda 
plantear en el ejercicio de la facultad reco-
nocida en el artículo 37, 1 de su Estatuto de 
Autonomía, para “elevar al Gobierno las pro-
puestas que estime pertinentes sobre la resi-
dencia y trabajo de extranjeros en Canarias”.

Sí cabe que la Comunidad Autónoma de 
Canarias acomode sus acciones en materia 
de inmigración –a través del Estado español- 
a lo establecido en los apartados 1 y 2 del 
artículo 20 del reglamento 1612/68 de la 
Comunidad Europea, relativo a la libre circu-
lación de los trabajadores dentro de la Comu-
nidad:

cuando un Estado miembro experimente o 
prevea perturbaciones en su mercado de 
trabajo que pueden ocasionar riesgos gra-
ves para el nivel de vida y de empleo en 
una región o profesión, comunicará este 
hecho a la Comisión y a los demás Estados 
miembros proporcionándoles todas las in-
dicaciones apropiadas.
Los Estados miembros y la Comisión adop-
tarán cuantas medidas sean apropiadas en 
materia de información, con el fin de que 
los trabajadores de la Comunidad no soli-
citen empleo en dicha región o profesión. 
(Comunidad Económica Europea, 1968).

Una vía sugerida desde instancias cerca-
nas a Estrasburgo pasaría por el recurso a las 
excepciones para la libre circulación de traba-
jadores que se contemplan en el apartado 3º 
del artículo III-133 del Tratado de la Comuni-
dad Europea: “razones de orden público, se-
guridad y salud públicas”.

5. CONVERGENCIA COMUNITARIA EN LAS 
ÁREAS DE LA COOPERACIÓN Y LA REAGRU-
PACIÓN FAMILIAR

La promoción de los derechos de los resi-
dentes de terceros países y la vigilancia fron-
teriza se han visto facilitadas por el refuerzo 
en el intercambio de información en materia 
inmigratoria observado desde que así lo soli-
citara el Consejo Europeo de Laeken. Resulta 
indudable que la cooperación internacional y 
el cruce sistemático de información posibili-
tan el desarrollo de las políticas nacionales 
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de cohesión y diversidad:

facilita[n] una plataforma para el intercam-
bio de prácticas llevadas a cabo con éxito 
y de otras que han tenido menos éxito, y 
promueve[n] el desarrollo de iniciativas 
conjuntas y de nuevos enfoques de la di-
versidad. [Y] ayuda[n] a los gobiernos a 
mantener los problemas de los inmigrantes 
y las minorías en los asuntos prioritarios de 
la política nacional e internacional y en la 
vinculación de éstos con otros de más en-
vergadura. El impacto de los cambios glo-
bales ha venido a subrayar la necesidad de 
la cooperación internacional. (Consejo de 
Europa, 2000, p. 32).

Los planteamientos concurrentes en la 
política de la Unión en materias inmigratoria 
y de extranjería apuestan por un diálogo refor-
zado con los países de origen, y por el fomen-
to del codesarrollo y de la cooperación para 
contener la inmigración ilegal, desmantelar 
las plataformas de tráfico de seres humanos 
y readmitir a sus nacionales expulsados.

El reto que se propone al codesarrollo es 
convertir la migración en un factor de desa-
rrollo (Martínez y Jiménez Arbelo, 2006, pp. 
92-95), a través de la inclusión en iniciativas 
de este tipo de los migrantes y de sus redes 
y asociaciones (Carballo de la Riva y Echart 
Muñoz, 2008, pp. 340-341). Así lo propuso 
Carlos Giménez Romero en 1996, en el marco 
de unas conferencias organizadas por Inge-
niería sin Fronteras, cuando enfatizó la impor-
tancia de “reforzar el potencial de desarrollo 
que lleva consigo la migración” (citado por 
Ruge Mapi, Á., 2010, pp. 118-119). Ése fue 
también el mensaje central del informe que, 
en 1997, redactó Sami Naïr en su condición 
de consultor presidencial en el ámbito de la 
misión de Naciones Unidas sobre migración 
y desarrollo.

Eso sí, como advierte Giménez Romero 
(2004, p. 7), ha de ser una “vinculación po-
sitiva”, que prescinda de la connotación mu-
chas veces peyorativa que acompaña a las 
migraciones, conceptuadas como un proble-
ma o una amenaza para la población de los 
países de acogida; y que vaya más allá de su 
manipulación como instrumento de control 
de los flujos migratorios (Martínez y Jiménez 
Arbelo, 2006, pp. 95-96), de la que consti-
tuye un ejemplo paradigmático el Programa 
Global de Regulación y Coordinación de la Ex-

tranjería y la Inmigración en España (GRECO) 
de 2000 (Cortés, 2005, pp. 255-256), al que 
siguió la adopción del método de los acuer-
dos bilaterales, que persigue varios objetivos 
simultáneos: 1) contrarrestar la caída demo-
gráfica nacional y sus efectos sobre el merca-
do del trabajo; 2) complementar la aplicación 
del modelo de contingentes; 3) combatir la in-
migración irregular, la explotación de las per-
sonas y la violación de sus derechos; 4) sa-
tisfacer las expectativas de los trabajadores 
inmigrantes mediante el control de sus con-
tratos laborales y, en particular, posibilitando 
el reagrupamiento familiar, y 5) fomentar el 
retorno voluntario.

La actividad perceptible dentro del ámbito 
de la UE para encontrar fórmulas adecuadas 
para el logro de la reagrupación familiar de 
los inmigrantes, evaluada como instrumento 
imprescindible de la integración, constituye 
otro ejemplo de esa orientación tendente a la 
convergencia y a la unificación de las actua-
ciones políticas y jurídicas de los Estados, y se 
sustenta en la Directiva 2003/86/CE sobre el 
derecho a la reagrupación familiar aprobada 
por el Consejo el 22 de septiembre de 2003, 
consensuada después de más de cinco años 
de gestación.

Sin embargo, aunque desde entonces se 
haya dispuesto en la UE de reglas comunes 
que especifican las condiciones en que los 
familiares de un inmigrante que resida legal-
mente en un Estado miembro puedan acce-
der a una autorización para entrar y residir en 
territorio comunitario, lo cierto es que no se 
ha logrado un satisfactorio nivel de armoniza-
ción de las directrices nacionales, por lo que 
a fines de 2011 la Comisión abrió una con-
sulta pública que debería permitir al Ejecutivo 
comunitario estudiar nuevos mecanismos. A 
fines de mayo y principios de junio de 2012, 
la Comisión celebró un debate público en tor-
no a las respuestas recibidas, y concluyó que, 
aunque la Directiva no debía reconsiderarse, 
la Comisión habría de velar para “asegurar 
la rigurosa aplicación de todas las normas 
vigentes, incoar cuantos procedimientos de 
infracción sean necesarios y elaborar directri-
ces sobre determinados aspectos”.

6. INTEGRACIÓN SOCIAL Y LABORAL DE LOS 
INMIGRANTES EN LOS DERECHOS COMUNI-
TARIO Y ESPAÑOL

Otras líneas de actuación política y jurídica 
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que se propician desde las máximas instan-
cias europeas son la lucha preventiva contra 
la discriminación y la marginación, el impulso 
de programas que fomenten la integración y 
el combate a la contratación ilegal.

Promover la cohesión mediante la salva-
guarda de los derechos sociales y la valora-
ción de la diversidad se configura como una 
de las metas estratégicas de los Estados 
miembros del Consejo de Europa que, en un 
importante documento, Diversidad y cohe-
sión: nuevos retos para la integración de los 
inmigrantes y las minorías (Consejo de Euro-
pa, 2000, p. 29), concretó esa aspiración en 
varias actuaciones prácticas: 

— asegurar la igualdad de trato para todos 
los ciudadanos, con independencia de su ori-
gen social, nacional o étnico;

— eliminar las barreras que se oponen a 
la plena participación en la vida social de los 
inmigrantes y de las minorías;

— combatir todas las formas de discrimi-
nación, cualquiera que sea su fundamento: 
género, raza, color, idioma, religión, opiniones 
políticas, origen nacional o social, propiedad, 
nacimiento…;

— procurar que la población local sea más 
abierta y tolerante con los inmigrantes y las 
minorías, y valore la diversidad desde el punto 
de vista de las capacidades personales y las 
cualidades, la condición cultural, la habilidad 
para los idiomas, el origen étnico y nacional…;

— proyectar e implantar métodos para los 
intercambios culturales y la cooperación;

— atender a las necesidades de una pobla-
ción heterogénea, en ámbitos como la educa-
ción, la salud o la vivienda;

— fomentar el sentimiento de pertenen-
cia a un Estado y de compromiso con él y, al 
mismo tiempo, incidir en la compatibilidad de 
esos vínculos con las múltiples y variadas afi-
liaciones de las personas.

Una extensa Comunicación de la Comisión 
de las Comunidades Europeas al Consejo, al 
Parlamento Europeo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones 
sobre inmigración, integración y empleo, fe-
chada en Bruselas el 3 de junio de 2003, 
proporciona un detallado balance de las ac-
ciones llevadas a cabo en materia de inte-
gración, y avanza interesantes propuestas 
sobre las medidas que pueden adoptarse en 
la UE. Considera la Comisión que un elemen-
to fundamental del proceso de integración 
es “el acceso de inmigrantes y refugiados al 

mercado laboral de la UE” (Comisión de las 
Comunidades Europeas, 2003), que ya había 
sido objeto de atención en una conferencia 
celebrada en Copenhague en julio de 2002, 
durante la Presidencia danesa.

Habría que incluir también en este apresu-
rado recorrido por textos comunitarios de par-
ticular relevancia la importante Resolución 
del Parlamento Europeo, de 14 de marzo de 
2013, sobre la integración de los inmigrantes, 
el impacto sobre el mercado de trabajo y la 
dimensión externa de la coordinación de los 
sistemas de seguridad social en la UE.

La regulación de los derechos de protec-
ción social de los extranjeros en España, con-
cebida desde la perspectiva de lucha contra 
la marginación y en favor de la integración, se 
contempla desde una variedad de preceptos 
que establecen un escalonamiento en la am-
plitud de las prestaciones reconocidas: máxi-
mas para los que cuentan con autorización de 
trabajo, y mínimas (las prestaciones sociales 
básicas) para los que se encuentran, sin más, 
en España. Entre unos y otros se configuran 
dos niveles intermedios: el de los extranjeros 
que poseen permiso de residencia y, en la es-
cala descendente, el horizonte de los que se 
hallan inscritos en el padrón municipal.

La Ley Orgánica 4/2000 -no afectada 
en este aspecto por la 8/2000, ni por la 
14/2003-  no contiene una ordenación en 
profundidad de esta materia sino que, par-
tiendo de un reconocimiento general de los 
derechos, remite a otras normas: la consi-
guiente dispersión propicia confusiones y pro-
blemas interpretativos.

Una enumeración escueta y no exhausti-
va de los beneficios sociales y legales a que 
pueden acogerse los extranjeros en España 
incluye los siguientes: Seguridad Social con-
tributiva y no contributiva, asistencia sanitaria 
y social -la Ley Orgánica 4/2000 alude en va-
rios pasajes a prestaciones económicas asis-
tenciales de carácter público para la inserción 
social o laboral-, servicios sociales, rentas mí-
nimas de inserción que gestionan las Comuni-
dades Autónomas, protección judicial efectiva 
y asistencia jurídica gratuita.

Además, los extranjeros residentes pue-
den acceder al sistema público de ayuda en 
materia de vivienda en las mismas condicio-
nes que los españoles. Y, en el ámbito de la 
educación, los extranjeros menores de die-
ciocho años, al margen de la situación legal 
de su familia, tienen derecho al acceso a la 
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enseñanza básica, gratuita y obligatoria, a la 
obtención de la titulación académica corres-
pondiente, y al acceso al sistema público de 
becas y ayudas.

En el aparato constitucional español, el 
derecho de los extranjeros a trabajar se rige 
por las disposiciones del artículo 13 que, al 
asegurarles el goce de las libertades públicas 
del título I de la Constitución, precisa que esa 
garantía se concede “en los términos que es-
tablezcan los tratados y la ley”. El artículo 3, 
1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
de Derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social, reformada 
por la 8/2000 y la 14/2003, concreta que las 
leyes a que se refiere el texto constitucional 
son la propia LO 4/2000 y las que regulen el 
ejercicio de cada uno de los derechos com-
prendidos en el título I.

La importantísima Sentencia 107/1984 
del Tribunal Constitucional advirtió que los 
derechos constitucionales son de configura-
ción legal en cuanto a su contenido. De ahí 
se sigue que resulte lícito establecer una di-
ferencia de trato para los extranjeros, como 
de hecho se contempla en el artículo 13, 2 
de la Constitución, que limita a los españoles 
la titularidad de los derechos sobre participa-
ción política reconocidos en el artículo 23. En 
consecuencia, la modulación legal determina-
rá que algunos derechos pertenezcan o no a 
los extranjeros, a tenor de lo dispuesto en los 
tratados o en las leyes: es la lógica en que 
se inserta el artículo 36 de la Ley Orgánica 
4/2000, que limita el acceso al trabajo de los 
extranjeros mediante su supeditación a “au-
torización administrativa previa para trabajar” 
(LO 4/2000). 

En síntesis puede concluirse que, al ampa-
ro del encuadre constitucional, la legislación 
española sanciona la igualdad de nacionales 
y extranjeros, una vez que éstos se hallen em-
pleados, en las condiciones de trabajo y de 
Seguridad Social; y, al mismo tiempo, estable-
ce una desigualdad en la fase de búsqueda 
de empleo, al exigirse a los extranjeros la ob-
tención previa de autorización para trabajar 
en España y al concederse prioridad al mer-
cado nacional de trabajo.

El Informe sobre la inmigración y el merca-
do de trabajo en España, aprobado en sesión 
del Pleno de 28 de abril de 2004 por el Con-
sejo Económico y Social de España, lamenta 
la práctica ausencia en nuestro país de me-
canismos de regularización que permitan so-

lucionar situaciones individuales específicas, 
en las que existe una vinculación real y efecti-
va al mercado de trabajo

En ese informe se propone consolidar y 
agilizar los instrumentos ya existentes para la 
ordenación de los flujos migratorios laborales 
(básicamente, régimen general, contingente 
y procedimiento específico para trabajadores 
temporales); se recomienda la vía del arraigo, 
después de tres años de residencia efectiva 
en España, para la obtención de la autoriza-
ción de residencia temporal; se insta la pues-
ta en marcha de una unidad o ventanilla única 
que “concentre, coordine y simplifique todos 
los trámites”, y se aconseja que se refuercen 
los mecanismos de control de las infraccio-
nes relacionadas con la contratación irregular 
de extranjeros: uno de esos posibles ajustes 
para la más eficaz erradicación de conductas 
delictivas en el ámbito laboral podría consis-
tir, según los redactores del informe, en que 
se faciliten documentos a quienes colaboren 
con las autoridades en la denuncia de tramas 
de explotación.

Resulta ilustrativo el cotejo de ese Informe 
con el que el mismo organismo elaboró en 
2011, que traduce una menor preocupación 
por las situaciones de irregularidad adminis-
trativa, evidentemente porque los flujos mi-
gratorios de carácter laboral experimentaron 
un sensible retroceso, a causa de una situa-
ción de crisis que desalentó las entradas en 
nuestro país.

El Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, 
aprobado el 30 de diciembre de 2004, que 
entró en vigor en enero de 2005, dio satisfac-
ción a algunas de esas aspiraciones: median-
te la autorización de residencia temporal por 
razones de arraigo (artículo 45, 2); y respecto 
a la colaboración con la Justicia contra redes 
organizadas, a través del artículo 117, que 
desarrolla el 59 de la ley.

Otro aspecto novedoso de ese reglamen-
to, que apunta también a la agilización de 
las contrataciones de extranjeros, es la con-
creción de las previsiones de la Ley Orgánica 
14/2003 referentes a la concesión de visa-
dos con vigencia de tres meses para búsque-
da de empleo en el marco del contingente: 
unos, dirigidos a hijos o nietos de español de 
origen, y otros, para algunos sectores de acti-
vidad, u ocupaciones en un determinado ám-
bito territorial (artículos 78, 2; 81, 1, y 83, 3).

El reglamento sigue supeditando la conce-
sión de la autorización de residencia temporal 
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y de trabajo por cuenta ajena a la insuficiencia 
en el territorio nacional de trabajadores capa-
citados para desempeñar esas tareas. Pero 
contempla dos instrumentos dinamizadores: 
la elaboración de un catálogo de ocupacio-
nes de difícil cobertura, que abre “la posibi-
lidad de tramitar la autorización para residir 
y trabajar dirigida al extranjero”; y la previsión 
de que el empleador acredite la dificultad de 
contratación del puesto que pretende cubrir-
se, mediante la gestión de la oferta de em-
pleo presentada ante el Servicio Público de 
Empleo concluida con resultado negativo (ar-
tículo 50).

7. LA INMIGRACIÓN DE LOS INDOCUMENTA-
DOS

Paralelamente al énfasis en la salvaguar-
da de los derechos de los inmigrantes que 
residen legalmente, para quienes el Consejo 
de Tampere reclamó “derechos y obligacio-
nes comparables a los de los ciudadanos 
de la Unión” (Parlamento Europeo, 1999, A. 
III, art. 18), ésta no deja de instar a los Es-
tados miembros para que impermeabilicen 
sus fronteras frente a la inmigración ilegal. La 
instrumentación de esa política se sustenta 
en el Convenio de Aplicación de 19 de junio 
de 1990 del Acuerdo de Schengen de 14 de 
junio de 1985 sobre supresión gradual de los 
controles en las fronteras interiores, que con-
diciona la institución de un sistema común 
de visados, y que adquirió rango comunitario 
mediante su integración en el Protocolo 2º del 
Tratado de Ámsterdam.

La lucha contra la inmigración ilegal y la 
coordinación del marco jurídico de admisión 
representan los ejes claves de la política co-
munitaria sobre gestión de los flujos migrato-
rios, que arranca con la Recomendación del 
Consejo de 22 de diciembre de 1995 sobre 
Armonización de los medios de lucha contra 
la inmigración y el empleo ilegales y sobre la 
mejora de los medios de control previstos a 
tal fin, y se articula a través de varios hitos 
significativos: la Comunicación de la Comisión 
al Consejo y al Parlamento Europeo sobre Una 
política común de inmigración ilegal, de 15 de 
noviembre de 2001; el Plan Global de lucha 
contra la inmigración ilegal y la trata de se-
res humanos en la Unión Europea, de 28 de 
febrero de 2002; la Comunicación de la Comi-
sión al Consejo y al Parlamento Europeo de 7 
de mayo de 2002, titulada Hacia una gestión 

integrada de las fronteras exteriores de los 
Estados miembros de la Unión Europea, y la 
Decisión del Consejo de 13 de junio de 2002 
sobre adopción de un Programa de acción 
acerca de la cooperación administrativa en 
los ámbitos de fronteras exteriores, visados, 
asilo e inmigración.

La política común en materias de inmigra-
ción y de gestión de los flujos de personas ha 
sido elevada a rango constitucional en el Tra-
tado por el que se instituye una Constitución 
para Europa, que ha consagrado toda una 
Sección del Capítulo IV del Título III de la Parte 
III a “Políticas sobre controles en las fronte-
ras, asilo e inmigración”.

El mismo año en que se firmó la Consti-
tución, un documento de la Comisión de las 
Comunidades Europeas, titulado Estrechar la 
asociación con las regiones ultraperiféricas 
(Comisión de las Comunidades Europeas, 
2004), proclamaba que los intercambios y 
movimientos de personas en las regiones ul-
traperiféricas debían enmarcarse en el con-
texto de la problemática de la lucha contra la 
inmigración clandestina.

Ese texto, que contempla el fenómeno in-
migratorio desde la particular perspectiva de 
las regiones ultraperiféricas, recuerda la obli-
gación contraída en el artículo 63, 3 del Trata-
do Constitutivo de la Comunidad Europea de 
que el Consejo adoptara medidas en política 
de inmigración dentro de un plazo de cinco 
años desde la entrada en vigor del Tratado de 
Ámsterdam. En concreto, esas actuaciones 
han de versar sobre los siguientes ámbitos:

a) condiciones de entrada y de residencia, 
y normas sobre procedimientos de expedición 
por los Estados miembros de visados de larga 
duración y de permisos de residencia, inclui-
dos los destinados a la reagrupación familiar,

b) la inmigración y la residencia ilegales, 
incluida la repatriación de residentes ilegales.

 La persecución del tráfico ilegal de inmi-
grantes, propiciada desde Bruselas, no puede 
incurrir en la omisión de un dato de referen-
cia obligado, expresado en julio de 2002 por 
la Subcomisión de Extranjería del Consejo 
General de la Abogacía Española, en su dic-
tamen acerca del Libro Verde de la Comisión 
Europea sobre Política comunitaria de retorno 
de los residentes ilegales, de 10 de abril de 
2002:

el residente ilegal existe. El planteamiento, 
algo obvio, no lo es si se plantea desde la 
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perspectiva política de algunos Estados de 
la Unión que han optado por una postura 
contraria, según la cual el residente ilegal 
es desde el punto de vista social, jurídico, 
como sujeto de derechos, como persona, 
sencillamente inexistente. Tan sólo carne 
de expulsión. (Subcomisión de Extranjería 
del Consejo General de la Abogacía Espa-
ñola, 2002).

En respuesta a las directivas europeas, el 
ordenamiento jurídico español ha establecido 
severas medidas para el control de los flujos 
migratorios, que incluyen el recurso a la orden 
judicial de expulsión, en los casos previstos 
en el Código Penal, o a la resolución adminis-
trativa de expulsión o devolución. Resultan en 
extremo discutibles algunas previsiones con-
templadas por el artículo 57, 1, 2 y 7, de la Ley 
Orgánica 4/2000, reformado por la 8/2000:

— que los infractores extranjeros que incu-
rran en conductas muy graves o graves (se-
gún algunas de las tipificaciones del artículo 
53) puedan ser expulsados del territorio espa-
ñol con la sola tramitación de un expediente 
administrativo;

— que constituya causa de expulsión la 
circunstancia de que el extranjero haya sido 
condenado, dentro o fuera de España, por 
una conducta dolosa que constituya en nues-
tro país delito sancionado con pena privativa 
de libertad superior a un año,

— y que, “cuando el extranjero se encuen-
tre procesado o inculpado en un procedimien-
to judicial por delito o falta para el que la Ley 
prevea una pena privativa de libertad inferior 
a seis años o una pena de distinta naturale-
za, y conste este hecho acreditado en el expe-
diente administrativo de expulsión, la autori-
dad gubernativa someterá al Juez que, previa 
audiencia del Ministerio Fiscal, autorice, en 
el plazo más breve posible y en todo caso no 
superior a tres días, su expulsión, salvo que, 
de forma motivada, aprecie la existencia de 
circunstancias excepcionales que justifiquen 
su denegación” (LO 4/2000 y LO 8/2000).

La Ley Orgánica 11/2003, de 29 de sep-
tiembre, endureció algunos aspectos de la 
LO 4/2000, ya modificada por la 8/2000, a 
fin de mejorar la regulación actual en mate-
ria de expulsión y “lograr una coordinación 
adecuada cuando se produce la tramitación 
simultánea de procedimientos administrativo 
y penal” (LO 11/2003).

En la esfera de la Comunidad Autónoma 

de Canarias, el Pacto Canario sobre Inmigra-
ción ha dejado constancia de su sensibilidad 
ante el drama que padecen los inmigrantes 
indocumentados:

cuando los mecanismos legales de devo-
lución no pueden hacerse efectivos, esos 
inmigrantes [clandestinos] permanecen 
atrapados en las Islas sin alternativas lega-
les posibles (una forma de ‘muerte civil’, se 
ha dicho) y sin poder buscar salidas a su 
situación en otros lugares, debido al mayor 
control de pasajeros en puertos y aeropuer-
tos, quedando condenados a la más abso-
luta marginalidad y vulnerables a distintas 
formas y grados de explotación económica 
y laboral. (Gobierno de Canarias, 2002).

En coherencia con esa honda preocupa-
ción, los firmantes del Pacto Canario sobre 
Inmigración se comprometieron a “articular, 
a la mayor brevedad posible, los mecanismos 
para que Canarias no se convierta en un lugar 
‘sin salida’ para las personas inmigrantes en 
situación irregular”.

8. UNA DÉCADA DECEPCIONANTE

Unas declaraciones de la secretaria de Es-
tado de Inmigración y Emigración, realizadas 
en agosto de 2004, proporcionaron algunas 
pistas interesantes sobre los contenidos del 
futuro Reglamento de Extranjería y anuncia-
ron la apertura de nuevas vías para la norma-
lización legal de los inmigrantes que se halla-
ban en España de modo irregular.

A raíz de esas manifestaciones se abrió un 
intenso debate, en el que partidos políticos, 
organizaciones empresariales, sindicatos y 
asociaciones de inmigrantes exteriorizaron 
sus respectivos puntos de vista, reclamaron 
el consenso de las partes implicadas e insis-
tieron en la necesidad de que los contenidos 
de las propuestas adelantadas por la secreta-
ria de Estado a los medios de opinión pública 
fueran discutidos en las Cortes, y de que su 
concreción contara con el apoyo de los diver-
sos agentes, previa la convocatoria por el Eje-
cutivo de la mesa de diálogo social.

Se registró una coincidencia general en 
que no bastaba el control de fronteras y que 
era preciso abordar el problema planteado 
por la presencia en suelo nacional de nume-
rosos inmigrantes clandestinos abocados a 
una situación de perpetua ilegalidad. Asimis-



© 2015. Revista Internacional de Comunicación y Desarrollo, 3, 91-105, ISSN e2386-3730
104

mo se aplaudió el propósito del Gobierno de 
Madrid de impulsar un plan de integración 
socio laboral, basado en una inmigración que 
llegara de forma legal y ordenada, de modo 
que se vinculara la inmigración con el merca-
do de trabajo.

Y no faltaron instancias que expresaron 
sus reticencias al proyecto, temerosas de que 
la misma amplitud de las regulaciones con-
tradijera la doctrina europea en materia de 
inmigración, opuesta a las regularizaciones 
masivas.

Aunque el entorno social y político juzgó 
plausible la determinación de eliminar las 
bolsas fraudulentas de contratación y de que 
aflorara toda la economía sumergida, que se 
nutre en buena parte de trabajadores ‘sin pa-
peles’, no faltaron críticas al silencio sobre los 
procedimientos que permitirían alcanzar ese 
objetivo, ni temores por el hipotético ‘efecto 
llamada’ de la regularización, o por la apari-
ción del mercado negro de contratos de tra-
bajo.

Transcurridos unos cuantos años desde la 
entrada en vigor del penúltimo Reglamento 
de Extranjería, resulta cuestionable la efica-
cia de las disposiciones que autorizan la resi-
dencia temporal por circunstancias de arraigo 
laboral, entre otras razones porque no resulta 
fácil que los interesados acrediten documen-
talmente la relación laboral exigible para ese 
supuesto (artículo 45, 2, a).

La pretensión de que sean los empresa-
rios quienes intervengan de modo decisivo 
en la determinación de los extranjeros que 
puedan ser regularizados fue interpretada 
por algunos sindicatos como una dejación de 
sus responsabilidades por parte del Gobierno 
central.

Las críticas de las organizaciones patro-
nales se centraron en la exención de sancio-
nes a las empresas que decidieran regulari-
zar a inmigrantes a los que hasta entonces 
hubieran empleado de forma ilegal, porque, 

en su opinión, se estaría incurriendo en un 
agravio comparativo hacia los empresarios 
que habían extendido contratos laborales a 
extranjeros de acuerdo con una legalidad que 
comportaba unos gastos que se ahorraron los 
empleadores de mano de obra clandestina.

También expresaron esas organizaciones 
otro temor: la normalización de los trabajado-
res inmigrantes que denunciaran una situa-
ción laboral irregular abría peligrosamente 
las compuertas a todo tipo de acusaciones e 
imputaciones frente a las cuales los empresa-
rios podrían hallarse en indefensión jurídica.

9. LA COYUNTURA ACTUAL

Han pasado ya tres lustros desde que es-
trenamos el siglo XXI, y una década desde la 
entrada en vigor de un Reglamento de Extran-
jería que muchos entrevieron como signo de 
esperanza para una más exitosa gestión de 
las migraciones en España.

Ciertamente, las características de las 
migraciones han experimentado profundas 
transformaciones durante este tiempo, debi-
das en buena parte a la globalización, aunque 
persiste –agudizado- el desequilibrio Norte/
Sur, generador de unas relaciones cada vez 
más complejas que reclaman una redefini-
ción. Las profundas huellas marcadas por 
la crisis que se cierne sobre los Estados eu-
ropeos desde 2007 han afectado de modo 
drástico a los flujos migratorios, condiciona-
dos por ese contexto adverso, que comporta 
la incapacidad de los decaídos mercados del 
trabajo occidentales para absorber la mano 
de obra reclamada antes por el vigor de unas 
economías en expansión. Y Canarias, lejos 
de ser una excepción, constituye un ejemplo 
arquetípico del modo en que las difíciles co-
yunturas económicas modulan la sensibilidad 
de gobernantes y legisladores en un área que 
debiera tratarse con una mayor amplitud de 
criterio.
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